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VIA CORREO ELECTRÓNICO

25 de junio de 2026

Hon. Brenda Pérez Soto
Presidenta
Comisión de Educación, Arte y Cultura
Senado de Puerto Rico

RE: 	RESOLUCIÓN DEL SENADO 74
Estimada Presidenta:
En atención a la solicitud recibida por la Comisión de Educación, Arte y Cultura, remitimos el Memorial Explicativo del Sindicato Puertorriqueño de Trabajadores y Trabajadoras (SPT) en torno a la Resolución del Senado 74. El SPT fue establecido en 1958 y nuestra misión es organizar a la clase trabajadora para aportar al desarrollo de una sociedad más justa, solidaria y participativa. Al presente, nuestra matrícula suma más de 10,000 trabajadores y trabajadoras entre el sector público y sector privado.[footnoteRef:1] A continuación, compartimos nuestros comentarios y posición sobre la resolución de referencia.  [1:  Para más información, véase: https://www.sptpr.org/. ] 

I. Investigación legislativa
La Resolución del Senado 74 tiene como propósito realizar una investigación legislativa sobre el servicio de asistentes de educación especial T1 y T2 del Departamento de Educación. Al respecto, la investigación abarca varios temas y situaciones, entre estas, la disponibilidad de estos asistentes para el estudiantado de educación especial, el proceso de reclutamiento, sus necesidades, remuneración y condiciones de empleo, así como los recursos disponibles para el ejercicio efectivo del servicio.


II. La educación especial y el rol de los asistentes T1 y T2
A. El derecho fundamental a la educación en Puerto Rico
El derecho a la educación goza de protección constitucional expresa en la Constitución de Puerto Rico. La Sección 5 de la Carta de Derechos establece que toda persona tiene derecho a una educación que propenda al pleno desarrollo de su personalidad y al fortalecimiento de sus derechos.[footnoteRef:2] Cónsono con ello, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido que este derecho fundamental cobija a la niñez con diversidad funcional, para la cual se ha aprobado legislación con garantías y protecciones específicas.[footnoteRef:3] Por lo tanto, la educación de esta población “no es una dádiva o caridad del Estado, sino una obligación jurídica hacia sus ciudadanos”.[footnoteRef:4] Sin embargo, la experiencia concreta del estudiantado de educación especial y sus familias está marcada por incumplimientos crasos de sus derechos y la necesidad continua de instar pleitos legales para vindicarlos.[footnoteRef:5] [2:  CONST. PR, ART. II, SEC. 5.]  [3:  Véanse Bonilla v. Chardón, 118 DPR 599 (1987); Rosa Lydia Vélez y otros v. Awilda Aponte Roque y otros (Sentencia por estipulación, 2002). ]  [4:  C. FREYTES & G. CANDAL, EL DERECHO CONSTITUCIONAL A LA EDUCACIÓN ESPECIAL 49 (2025).]  [5:  L. ESTRELLA MARTÍNEZ, ACCESO A LA JUSTICIA: DERECHO HUMANO FUNDAMENTAL 400-413 (2017).] 

A nivel legislativo, en Puerto Rico aplica la Ley de Educación para Individuos con Discapacidades, conocida por sus siglas en inglés como IDEA.[footnoteRef:6] La Ley IDEA garantiza a los estudiantes con discapacidades el derecho a una educación pública gratuita y adecuada (“free appropriate public education”) en el ambiente menos restrictivo posible, y exige que cada estudiante cuente con un Programa Educativo Individualizado (PEI) que detalle los servicios a los que tiene derecho. Puerto Rico, como receptor de fondos federales bajo la IDEA, está obligado a cumplir con las disposiciones de IDEA. Desde esta perspectiva, los asistentes de educación especial T1 y T2 son, en muchos casos, el mecanismo concreto a través del cual el Departamento de Educación honra las obligaciones de servicio de cada estudiante. Es decir, que una carencia en este personal no es un mero problema fiscal o administrativo, sino un incumplimiento con los derechos de los estudiantes.  [6:  20 U.S.C. § 1400 et seq. (Individuals with Disabilities Education Act).] 

B. El perfil local de educación especial
La población de estudiantes de educación especial en Puerto Rico es significativamente mayor, en términos proporcionales, a la de cualquier jurisdicción de Estados Unidos. Mientras que a nivel de todos los estados un 15% de los estudiantes recibe servicios de educación especial, en Puerto Rico esa cifra asciende a aproximadamente el 46%. Esto significa que los estudiantes de Puerto Rico tienen cerca de tres veces más probabilidades de necesitar educación especial que sus contrapartes en otras jurisdicciones de Estados Unidos. Asimismo, según explican las profesoras Freytes y Candal, “[d]urante los pasados años, hemos sido la jurisdicción con la mayor cantidad de estudiante servidos en el programa de educación especial de 0-3 y de 6-21 años. De 3-5 años hemos mantenido el segundo lugar en distintos años (2018, 2019, 2020 y 2021)”.[footnoteRef:7] [7:  C. FREYTES & G. CANDAL, pág. 102.] 

Asimismo, la proporción de estudiantes de educación especial en comparación con la matrícula regular se ha mantenido relativamente estable durante los últimos años. Para el año académico 2021-2022, los estudiantes de educación especial representaban el 39.7% de la matrícula total, frente a un 60.3% de estudiantes de corriente regular. Esta proporción es consistente con los años anteriores, en los que el porcentaje de estudiantes de educación especial fluctuó entre 37% y 40% de la matrícula escolar total, según el Informe de Cumplimiento al Tribunal de San Juan en el pleito Rosa Lydia Vélez.[footnoteRef:8] En términos absolutos, el sistema educativo público contaba con unos 99,964 estudiantes de educación especial según el conteo del año académico 2024-2025.[footnoteRef:9] La distribución por sexo[footnoteRef:10] para ese mismo año fue 64% (niños) y 36% (niñas), mientras que la distribución regional fue la siguiente: [8:  Id., pág. 89.]  [9:  Departamento de Educación, Mi Portal Especial. ]  [10:  Los datos del Departamento reflejan una brecha marcada y constante entre varones y niñas. Para el año académico 2023-2024, el 64% de los estudiantes de educación especial eran varones y el 36% eran niñas, proporción que se ha mantenido prácticamente inalterada desde 2020-2021, cuando los varones representaban el 65.6% y las niñas el 34.4%. FREYTES & G. CANDAL, pág. 91.] 

	Estudiantes servidos en el Programa de Educación Especial 
por Región para el Año 2024-2025

	Región
	Cantidad

	Arecibo
	14,303

	Humacao
	11,541

	San Juan
	17,873

	Mayagüez
	13,689

	Bayamón
	15,947

	Ponce
	13,690

	Caguas
	12,921



Las categorías de discapacidad más prevalentes en Puerto Rico incluyen: problemas específicos de aprendizaje, problemas de salud, problemas de habla y lenguaje, y autismo. En fin, la cantidad de estudiantes y distribución de condiciones determina el tipo de apoyos que requiere cada estudiante y, por consiguiente, el perfil del personal de asistencia que el Departamento de Educación debe reclutar y mantener. 
C. El rol de los/as asistentes T1 y T1
Los y las asistentes de educación especial T1 y T2 (en su mayoría mujeres) cumplen funciones de apoyo directo para que los estudiantes con diversidad funcional puedan participar en el entorno escolar en igualdad de condiciones. Específicamente, los y las asistentes T1 proveen apoyo en áreas como higiene personal, alimentación, movilidad dentro del plantel, transportación segura, apoyo emocional, socialización y adhesión a la rutina escolar. Por su parte, los y las asistentes T2 tienen especialización en comunicación, particularmente el uso del lenguaje de señas, para apoyar a estudiantes con dificultades significativas del habla o la audición. Sin este apoyo, estos estudiantes enfrentarían desventajas académicas y sociales severas en el salón de clases. 
El reclutamiento de este personal ha sido una problemática por años. De hecho, un informe legislativo del cuatrienio pasado señalaba que el Departamento de Educación necesitaba en funciones unas 5,897 asistentes T1, pero únicamente tenía cubiertas 4,989 plazas, arrojando una carencia de aproximadamente 908 asistentes.[footnoteRef:11] Dicho informe además, señalaba, que las asistentes T1, “en su mayoría mujeres, constituyen una fuerza laboral subremunerada que, de facto, opera permanentemente ‘on call’, trabajando en exceso de su jornada formal y cubriendo necesidades que, otrora, les competerían a otros funcionarios”.[footnoteRef:12] Este desfase se debe, según el mismo informe, a la costumbre del Departamento de contratar asistentes de forma irregular anualmente, lo que afecta la continuidad de los servicios y vulnera los derechos de esos trabajadores y trabajadoras.  [11:  R. del S. 42 (Tercer Informe Parcial)(1 de junio de 2021), 19na Asam. Leg., pág. 13.]  [12:  Id. pág. 6.] 

En agosto del año pasado, el Departamento anunció un proceso de reclutamiento para 842 plazas adicionales, lo que confirma la deficiencia de asistentes para cientos de estudiantes. De igual forma, ante las denuncias de salarios por debajo del mínimo estatal que fluctuaban entre $900 y $1,000 dólares mensuales, el Departamento anunció un aumento efectivo el 2 de abril de 2025 que elevó la compensación a $11 por hora.[footnoteRef:13] Dicho aumento benefició a asistentes regulares, transitorios e irregulares, un paso que resultaba necesario e impostergable desde la perspectiva de la justicia laboral, así como desde la perspectiva de justicia social de los estudiantes con derecho a un servicio continuo y estable. [13:  Véase Informe de OPAL sobre Efecto Fiscal del PC 389 (Junio 2025), pág. 4.] 

III. Posición del SPT
Expuesto lo anterior, el SPT reitera los siguientes reclamos previamente expuestos ante la Asamblea Legislativa en torno al Departamento de Educación, las condiciones laborales de su personal y las necesidades particulares del Programa de Educación Especial, a saber:
· La precariedad laboral del personal no docente amerita mejoras urgentes en las condiciones laborales como medida de justicia laboral y de estrategia de retención de personal en el servicio público. El SPT ha propuesto un aumento de $1,000 como actualización salarial de este personal a base del costo de vida.[footnoteRef:14] [14:  Proyecto de la Cámara 703 (29 de mayo de 2025).] 

· El Departamento de Educación tiene un mandato legislativo de que “no menos del setenta por ciento (70%) del presupuesto departamental se dirija a servicios directos a los estudiantes en las escuelas”.[footnoteRef:15] Por lo tanto, la remuneración del personal no docente (la mayoría de los cuales ofrece servicios directos al estudiante) debe ser parte de las prioridades fiscales del Departamento en cada presupuesto anual. [15:  Art. 2.02, Ley Núm. 85-2018.] 

· Además de las condiciones salariales aplicables a todo el personal no docente, los y las Asistentes T1 y T2 merecen disfrutar del derecho a licencias de vacaciones y enfermedad, según proponía el Proyecto de la Cámara 389 pero recibió un Informe Negativo en septiembre de 2025.[footnoteRef:16]  [16:  Proyecto de la Cámara 389 (10 de marzo de 2025).] 

· El Departamento debe revisar y mejorar los procesos de acceso a servicios de asistencia, ya que mediante determinaciones y restricciones suele denegarlos a estudiantes con diagnósticos diversos que deberían cualificar. Estas restricciones tienen un impacto negativo en las condiciones educativas y el desarrollo de muchos estudiantes de educación especial.[footnoteRef:17] [17:  Esto incluye requisitos establecidos en áreas como alimentación, higiene, movilidad y comunicación, que el determina interpreta de manera restrictiva y deniega servicios a muchos estudiantes de educación especial. Véase R. del S. 42 (Tercer Informe Parcial)(1 de junio de 2021), 19na Asam. Leg., (Hallazgos: Asignación de Asistentes de Servicios Especiales T1).] 

Agradecemos la oportunidad de expresarnos sobre el particular y quedamos a la orden de esta Honorable Comisión.


Israel Marrero
Presidente
Sindicato Puertorriqueño de Trabajadores y Trabajadoras (SPT)
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